
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / PRINCIPIOS DE SUBSIDIARIEDAD E INMEDIATEZ / TÉRMINO RAZONABLE, 6 MESES / NO SE CUMPLIÓ EN ESTE CASO.
Desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares. 

Sin embargo, su promoción tiene que estar precedida, primero, de legitimación, y segundo, de los requisitos de procedibilidad que, en general, la jurisprudencia constitucional ha señalado que son la subsidiariedad y la inmediatez…
Por otra parte, de tiempo atrás , la Corte Constitucional ha enseñado que si bien el reclamo constitucional no tiene previsto un término de caducidad o de prescripción, por su naturaleza misma, es decir, por envolver la necesidad de una protección inmediata ante la presencia de una agresión inminente de un derecho, con esa misma prontitud, o al menos en un tiempo prudencial, debe procurarse la protección que esta especial vía ofrece.
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Decide la Sala, en segunda instancia, la acción de tutela interpuesta por Luzmila Tabares Velásquez contra Colpensiones. 
ANTECEDENTES
  



Con el fin de lograr la protección de los derechos fundamentales de petición y debido proceso, Luzmila Tabares Velásquez, por conducto de apoderado judicial, demandó a Colpensiones.





Expuso, en síntesis, que el 3 de septiembre del año 2018 presentó ante Colpensiones un formulario de peticiones al que le correspondió el radicado N° 2018_1090203, con el objeto de que se cancelaran las costas impuestas a la demandada, en un proceso laboral que referenció, por valor de $111.849,oo. El 20 de septiembre recibió un comunicado procedente de la encartada en el que le hicieron saber que los documentos fueron recibidos y enviados al área competente. No obstante han transcurrido más de 6 meses sin que se haya emitido alguna respuesta sobre el pago de las costas judiciales. 





Solicitó, entonces, la protección de los derechos fundamentales invocados, y en consecuencia, que se le ordenara a Colpensiones resolver la aludida petición. 





Con la demanda aportó, entre otros documentos, copia del formulario con el cual radicó la solicitud (f. 8 y 9). 




El Juzgado de primer grado admitió el libelo y ordenó correr traslado por el término de dos días a varias dependencias de la Administradora de Pensiones, empero no citó a la Directora de Medicina laboral (f. 20). 

  



Sobrevino la sentencia de primera instancia que, ante la inexistencia de contestación al derecho de petición en el plenario, concedió su protección y le ordenó a la encartada contestarlo.  





Impugnó la accionada, quien se dolió de que no se hubiera tenido en cuenta la contestación que radicó en relación con esta acción de tutela el 30 de abril en la cual hizo saber que mediante comunicación del 25 de abril le informó a la actora que el valor de las costas derivadas del proceso laboral se encuentra en proceso de pago por parte la Dirección de tesorería; adicionalmente, dijo que el aludido oficio se encuentra en trámite de notificación. Corolario de ello, adujo que se superó el hecho que motivó la interposición de la acción. 
En esta sede quedó saneada la irregularidad relacionada con la falta de citación de la Dirección de Procesos Judiciales de Colpensiones (f. 4, c.2).

CONSIDERACIONES

  



Como viene de verse, acude ante el juez constitucional Luzmila Tabares Velásquez, con el propósito de que se le proteja, en esencia, su derecho fundamental de petición, vulnerado, afirma, por el fondo pensional demandado. 
  



Desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares. 
   



Sin embargo, su promoción tiene que estar precedida, primero, de legitimación, y segundo, de los requisitos de procedibilidad que, en general, la jurisprudencia constitucional ha señalado que son la subsidiariedad y la inmediatez; así se reiteró, recientemente, en la sentencia T-040 de 2019. 

   



Es clara la legitimación de los litigantes aquí enfrentados, comoquiera que fue la demandante quien elevó la petición cuya respuesta se demanda; por pasiva, sin embargo, en la normativa que rodea las funciones de quienes conforman la estructura interna de Colpensiones, la carga a imponer recaería, en forma exclusiva, tal como quedó explicado en el proveído del 11 de julio pasado (f. 4, c. 2), en la Dirección de Procesos Judiciales, enterado del trámite en esta instancia. 
  



Por otra parte, de tiempo atrás
, la Corte Constitucional ha enseñado que si bien el reclamo constitucional no tiene previsto un término de caducidad o de prescripción, por su naturaleza misma, es decir, por envolver la necesidad de una protección inmediata ante la presencia de una agresión inminente de un derecho, con esa misma prontitud, o al menos en un tiempo prudencial, debe procurarse la protección que esta especial vía ofrece. 
Claro que habrá casos de excepción, pero ello ocurrirá cuando se trate de los derechos de un sujeto de especial protección, o cuando se justifica ante el juez la tardanza en la promoción del amparo, o cuando la falta de repuesta afecta de una manera considerable el interés del demandante, eventos que no ocurren en este caso, en el que exclusivamente se pretende, mediante un derecho de petición, el desembolso de una suma de dinero.
Precisamente en la sentencia T-074 de 2017, recordó la alta Corporación sobre este particular que: 

El principio de inmediatez exige que este mecanismo judicial se interponga de manera oportuna en relación con el acto que generó la presunta vulneración de los derechos fundamentales. Es decir que, pese a no contar con un término de prescripción por mandato expreso de la Carta Política, debe existir necesariamente una correspondencia entre la célere naturaleza de la tutela y su interposición justa y oportuna.

1.1.1. De este modo, el juez debe verificar si el tiempo trascurrido entre la supuesta violación o amenaza y la interposición de la acción es razonable y, en caso de no serlo, debe revisar si existe una razón válida y que justifique la inactividad del demandante. Así, se halla en la obligación de identificar cuándo no se ha interpuesto de manera razonable para evitar que el empleo de este mecanismo afecte la seguridad jurídica y lesione los derechos fundamentales de terceros, o desnaturalice la misma acción. 
1.1.2. En relación con lo anterior, este Tribunal ha señalado 2 factores que excepcionalmente justifican el transcurso de un lapso prolongado entre la supuesta vulneración del derecho y la fecha de interposición de la acción, así: (i) que se demuestre que la vulneración es permanente en el tiempo en el entendido de que si bien el hecho que la originó es muy antiguo, la situación desfavorable del actor derivada del irrespeto a sus derechos continúa y es actual; y (ii) que la especial situación del actor convierta en desproporcionado el hecho de adjudicarle la carga de ejercer los medios ordinarios de defensa judicial.

1.1.3. En este mismo sentido, esta Corte señaló en sentencia T-1028 de 2010…:
“Insistentemente ha resaltado esta Corporación que la razonabilidad del plazo no puede determinarse a priori, lo que se traduciría en la imposición de un término de caducidad o prescripción prohibido por el artículo 86 de la Constitución, sino de conformidad con los hechos de cada [asunto] concreto. Es por ello que “en algunos casos, seis (6) meses podrían resultar suficientes para declarar la tutela improcedente; pero, en otros eventos, un término de 2 años se podría considerar razonable para ejercer la acción de tutela, ya que todo dependerá de las particularidades del caso.”

 
Ya antes, en la sentencia T-1148 de 2005, frente al derecho de petición concretamente, había confirmado la negativa del resguardo constitucional, por considerar que: 

“Conforme con lo anterior, la peticionaria estaba legitimada para reclamar, por vía de la acción de tutela, el amparo de su derecho fundamental de petición a partir del 3 de noviembre de 2003, día hábil siguiente al vencimiento para CAJANAL del término legal previsto para dar una respuesta preliminar sobre el petitum que le fuera formulado.

 

  


De esta manera, llama la atención de esta Sala que la Señora Gómez haya dejado transcurrir 1 año, 7 meses y 15 días entre el momento en que se configuró el agravio en su contra y el momento en que reclamó su protección judicial, sin que durante este lapso temporal haya emprendido ninguna actuación tendiente a lograr su cesación definitiva y sin que formulara, en su libelo, ningún argumento tendiente a justificar dicha inactividad.

 

  


Así, atendiendo a la jurisprudencia de esta Corporación sobre el principio de inmediatez como presupuesto procesal de la acción de tutela, resulta claro que, tal como lo considerara el Juez de Instancia, en el caso bajo estudio no se observó el plazo razonable para reclamar la protección del Juez Constitucional.

 

   


En este orden de ideas, la protección que aquí se invoca ha perdido sus atributos de actualidad y urgencia, con lo cual ha quedado desnaturalizada.” 

Otro tanto ha dicho la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia; en una ocasión, en la que también estaba de por medio el derecho de petición, señaló
, que: 

Según se ha sostenido de manera reiterada por la jurisprudencia de esta Sala, para que proceda la acción de tutela debe acreditarse la vulneración o amenaza a un derecho fundamental, para la cual el actor no cuente o no haya contado con un mecanismo judicial de defensa
, y frente a la cual el peticionario haya actuado con la urgencia que amerita el caso, dentro de un término razonable de inmediatez
.

  



Puestas de esta manera las cosas y descendiendo al caso concreto, partiendo del hecho de que el término que se tiene decantado como razonable para la invocación de una demanda de esta naturaleza es de seis meses, se concluye, sin mayores disquisiciones, que el mencionado principio se encuentra insatisfecho, ya que, como puede verse, han trascurrido más de 6 meses entre el 25 de septiembre del año 2018, fecha en la que se cumplieron 16 días contados a partir de la radicación del derecho de petición, y el 23 de abril del presente año. 

  



Salta a la vista, entonces, que la interesada pasó por alto este requisito de procedencia, que debe cumplirse aquí, dado que no se trata de una persona de especial protección, omitió justificar razonadamente la tardanza y. adicionalmente, se insiste en ello, la teleología de la petición es eminentemente pecuniaria. 
  



Trasunto del cual viene la revocatoria de lo decidido en primera instancia, comoquiera que la acción impetrada deviene improcedente y así habrá de declararse frente a la Dirección de Procesos judiciales.
  



En ese orden de ideas, se absolverá a las demás dependencias citadas por lo expuesto en precedencia.  
DECISIÓN





Por lo expuesto, la Sala 6 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia dictada el 7 de mayo del año 2019, por el  Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira - Risaralda, en esta acción de tutela que enfrenta a Luzmila Tabares Velásquez y la Dirección de Procesos judiciales  de Colpensiones. 

En su lugar:

1. 
Se declara IMPROCEDENTE la protección. 


2.
Se absuelve a las demás dependencias de Colpensiones.
       



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

      DUBERNEY GRISALES HERRERA
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